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En la Villa de Madrid, a diecinueve de enero de dos mil veintiséis.

VISTOSpor la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid los autos del recurso contencioso-administrativo nº 305/2025, promovido por el procurador de
los tribunales don Alejandro Rosa Sánchez, en nombre y representación de DON  Juan Alberto , contra la
resolución, de 12 de diciembre de 2024, de la Secretaria de Estado de Migraciones que desestima el recurso de
alzada presentado contra resolución de la Dirección General de Gestión Migratoria (PO el Subdirector General
de Gestión y Coordinación de Flujos Migratorios), de 10 de julio de 2024, que acuerda extinguir la autorización
de residencia inicial para teletrabajadores de carácter internacional concedida por resolución de fecha 1 de
septiembre de 2023 al hoy recurrente; habiendo sido parte demandada la ADMINISTRACION GENERAL DEL
ESTADO,representada y defendida por la Abogacía del Estado.

ANTECEDENTES DE HECHO
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PRIMERO:Interpuesto el anterior recurso contra los citados actos se acordó a continuación la admisión a
trámite del recurso.

SEGUNDO:En el momento procesal oportuno se requirió a la parte actora para que formalizara la demanda, lo
que llevó a efecto mediante el pertinente escrito en el que, tras exponer los hechos y fundamentos de derecho
que estimó oportunos, terminó solicitando, en esencia, que se deje sin efecto la resolución que extingue la
autorización de residencia y, en su virtud, se acuerde retrotraer las actuaciones al momento anterior a la
decisión de extinguir la residencia y por tanto admitir y reconocer el derecho del actor a continuar residiendo
en España en base a la resolución inicial favorable de 1 de septiembre de 2023.

TERCERO:A continuación, se confirió traslado a la Abogacía del Estado, en la representación que ostentaba
de la Administración General del Estado, para que contestara a la demanda, verificándolo por escrito en el que
tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que consideró pertinentes, la parte terminó suplicando
sentencia desestimando el recurso contencioso administrativo interpuesto y confirmando la legalidad de la
actuación impugnada.

CUARTO:Se ha fijado la cuantía del procedimiento en indeterminada. Recibido el juicio a prueba, se practicaron
aquellos medios de prueba que admitidos, su resultado obra en autos. Finalmente, se señaló para votación y
fallo el día 15 de enero de 2026.

Es ponente de esta resolución el Ilmo. Magistrado Don José Arturo Fernández Garcia, quien expresa el
parecer de la Sala.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-El recurrente, de nacionalidad estadounidense, impugna por medio de este recurso contencioso
la actuación administrativa arriba recurrida que acuerda extinguir la autorización de residencia inicial para
teletrabajadores de carácter internacional concedida al mismo por resolución de fecha 1 de septiembre de
2023 .

La resolución originaria razona:

"La Dirección General de Migraciones, órgano competente para resolver, adoptó Acuerdo de inicio de
procedimiento de extinción de la autorización arriba referenciada con fecha 13/06/2024, notificado el
13/06/2024. En el acuerdo se daba trámite de audiencia para que se realizaran las alegaciones y se presentaran
los documentos que se estimaran oportunos en el plazo de 10 días hábiles.

Una vez vistas las alegaciones y/o documentos presentados, no se ha visto modificada la causa de extinción
por la que se inició el procedimiento de extinción, por lo que el Director General de Migraciones resuelve

EXTINGUIR la AUTORIZACIÓN DE RESIDENCIA INICIAL PARA TELETRABAJADORES DE CARÁCTER
INTERNACIONAL concedida por resolución de fecha 01/09/2023 ".

Son antecedentes de dicha resolución:

.- COMUNICACIÓN DE ACUERDO DE INICIO DE PROCEDIMIENTO DE EXTINCIÓN DE AUTORIZACIÓN , que dice:

"Constan en poder de la Dirección General de Migraciones, órgano competente para resolver, indicios suficientes
para considerar que existe causa para extinguir la autorización arriba referenciada, en concreto:

- Conforme a la disposición adicional séptima de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre , de apoyo a los
emprendedores y su internacionalización, los extranjeros deberán mantener durante la vigencia de los visados
o autorizaciones las condiciones que les dieron acceso a los mismos.

- Asimismo, los órganos competentes de la Administración General del Estado podrán llevar a cabo las
comprobaciones que consideren oportunas para verificar el cumplimiento de la legislación vigente.

- Si, de acuerdo con lo previsto en esta disposición, se verifica que no se cumplen las condiciones legalmente
establecidas el órgano competente podrá extinguir, de manera motivada, previo trámite de audiencia el visado
o la autorización.

- En este caso, se realiza consulta a la base de datos de la seguridad social y se comprueba que el extranjero
aparece dado de alta, pero no ha cotizado durante 2023 o hasta fecha de hoy en 2024. En la solicitud inicial no
adjunta ningún certificado de cobertura expedido por la administración en materia de seguridad social del país de
origen que autorice a cotizar allí, con lo que, sin haber aportado dicho certificado en la presentación de la solicitud,
la cotización debería realizarse ante la seguridad social española. Tampoco presenta ninguna declaración sobre
su compromiso a darse de alta ante la seguridad española y cotizar ante la misma, no obstante conforme a la
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normativa vigente, debe de ser así. En consecuencia, a la vista de la documentación en el expediente, no se ha
satisfecho ni en el momento de presentar la solicitud ni en la actualidad el requisito de satisfacer las obligaciones
correspondientes en materia de seguridad social tras habérsele concedido la autorización, ya que debería haberlo
acreditado inicialmente y tras la concesión de la autorización haber cotizado ante la seguridad social española
desde ese momento hasta la actualidad. Por otro lado, costa informe de la Agencia Tributaria conforme al cual
a fecha de presentar la solicitud, el interesado no estaba al corriente con sus obligaciones con la AEAT.

- Debido a ello, la solicitud no satisfacía los requisitos iniciales para su concesión al no estar al corriente en
materia tributaria y no satisfacer los requisitos en materia de seguridad social, por lo que no satisfacía en el
momento de su concesión el artículo 62.5 de la Ley 14/2013 de 27 de septiembre de apoyo a los emprendedores
y su internacionalización, que exige el cumplimiento por parte de los sujetos obligados de sus obligaciones en
materia tributaria y de Seguridad Social , lo cual es motivo para iniciar el procedimiento de extinción.

- Por otro lado, al no estar al día tras dicha concesión respecto a sus obligaciones en materia de Seguridad
Social, conforme al artículo 62.5 que exige el cumplimento de las obligaciones en materia de seguridad social
y la  disposición adicional séptima de la Ley 14/2013 de 27 de septiembre de apoyo a los emprendedores y su
internacionalización que exige el mantenimiento de las condiciones que dio lugar a la autorización durante toda
la vigencia de la misma, también esta situación es motivo de inicio de este procedimiento de extinción.

De acuerdo con lo expuesto, se inicia el procedimiento de extinción de la autorización de residencia de la que
es usted titular y dispone de un plazo de 10 días hábiles para presentar los documentos y justificaciones que
estime oportunas, de acuerdo con lo establecido para el trámite de audiencia en el artículo 82 de la Ley 39/2015,
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas . Transcurrido dicho
plazo sin que se produzcan acciones por su parte, continuará el procedimiento hasta la resolución, teniendo en
cuenta únicamente los datos existentes. Asimismo, se encuentra a su disposición en las dependencias de esta
Dirección General el expediente completo, el cual podrá ser consultado en su totalidad".

.- Carta de alegaciones del interesado que dice:

"ATENCION SECRETARIA DE ESTADO DE MIGRACIONES

DIRECCION GENERAL DE GESTION MIGRATORIA

Estimados Srs.

Don  Juan Alberto  con el NIE  NUM000 , con el domicilio en Marbella, según la carta enviada con fecha del día
13/06/2024 le comunica por lo siguiente:

Se ha visto por la agencia tributaria una cantidades pendientes a su nombre y se ha solicitado el aplazamiento
por el total de la deuda como justifica el documento que se aporta con el presente escrito.

En relación a la seguridad social por la alta en Autónomo se ha solicitado la alta desde el año 2023 esperando la
seguridad social grabe en el sistema los datos como se muestra el justificante aportado con el presente escrito.

Por lo cual, se ruega dejar sin efecto la carta emitida como se cumple las obligación ante la administración y
mantener la residencia conseguida en vigor.

Un saludo atentamente

Fdo,  Juan Alberto

Málaga 03/07/2024".

En el escrito adjunto al anterior denominado "Presentación de otros escritos, solicitudes y comunicaciones
(TGSS)", de 3 de julio de 2024, en el apartado "Datos de la solicitud, Motivo de la aportación y descripción de
los documentos adjuntos", se indica: " SE RUEGA DAR ALTA EN AUTONOMO FUERA DE PLAZO DESDE EL DIA
7/09/2023 CUANDO SE HA CONSEGUIDO EL PERMISO DE TRABJO POR MOVILIDAD INTERNACIONAL COMO SE
HA COMUNICADO LA OFICINA DE UNIDAD DE GRAN INVERORES COMO SE MUESTRA LA CARTA ENVIADA AL SR
Juan Alberto  CON EL NIE  NUM000 , RELACIONADA LA ALTA A SU EMPRESA MERCANTIL DENOMINADA IDEA
CONSULT GRUPO SPAIN S.L CON EL CIF B10834646. SE ADJUNTA LA COPIA DE LA COMUNICACIÓN, COPIA DE
LA RESIDENCIA, COPIA DE LA COMUNICACION Y EL RETOS"

En el escrito de recurso de alzada se dice en lo que interesa al caso:

"Presenté mi expediente de la empresa que se desplaza Ideal Consult para obtener una autorización de residencia
inicial para tele trabajador de carácter internacional, concedida en septiembre de 2023.
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En el desarrollo de mis actividades como tele trabajadores internacional en mi empresa idea consult en boston,
recibo mi nominas cada mes en el cual tengo el cargo de mi cotización a la seguridad social de Arlington, en la
casilla número 3 de las nóminas viene reflejado la cantidad mensual de cargo del sistema de seguridad social.

Recibí mi autorización de residencia en España el 1 de septiembre de 2023, en el momento de solicitar esta
autorización de tele trabador internacional a pesar de tener una cobertura por el sistema de seguridad social
de mi país he contratado un seguro de salud privado con la compañía dkv para estar cubierto totalmente, y se
había entendido que no era necesario de registrarse en la seguridad española ya que dependía de la seguridad
social de mi país.

En el pasado mes de junio he pedido una revisión de mi situación laboral con la seguridad social que me han
facilitado mi afiliación a la seguridad social desde el 1 de enero de 2024 como lo habéis requerido, al caer en
fecha de vacaciones no he podido recibir el documento de pago de deuda antes del mes de octubre de este año,
adjunto el dicho documento de pago con el presente recurso".

Con la demanda se adjunta:

"CERTIFICADO DE ESTAR AL CORRIENTE EN EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Presentada solicitud de certificado acreditativo de estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones de
Seguridad Social correspondiente a  Juan Alberto  , con NIF  NUM000  .

La Tesorería General de la Seguridad Social

CERTIFICA: Que conforme a los datos que obran en la Tesorería General de la Seguridad Social, el solicitante
arriba referenciado se encuentra al corriente de sus obligaciones de Seguridad Social.

El presente certificado tiene carácter POSITIVO; no origina derechos ni expectativas de derechos en favor del
solicitante ni de terceros; no puede ser invocado a efectos de la interrupción o la paralización de plazos de
caducidad o prescripción, ni servir de medio de notificación de los expedientes a los que pudiera hacer referencia,
sin que su contenido pueda afectar al resultado de actuaciones posteriores de comprobación e investigación,
ni exime del cumplimiento de las obligaciones de diligencias de embargo anteriormente notificadas a sus
destinatarios".Al final consta como fecha de presentación el 18 de marzo de 2025 (doc.13)

La resolución expresa que desestima el recurso de alzada razona en lo que interesa al caso:

"TERCERO.- El recurrente indica que se adjuntan los siguientes documentos: copia del escrito presentado ante
la seguridad social para darse de alta como autónomo, copia de alta como autónomo y certificado de estar al
corriente ante la AEAT.

Al respecto, el informe de la Subdirección General de Inmigración y Movilidad Internacional citado en el
Antecedente Cuarto, que se incorpora como fundamentación a la presente resolución en aplicación del artículo
88.6 de la Ley 39/2015 , ya citada, indica:

"CONSIDERANDO que, efectuadas las comprobaciones oportunas, DON  Juan Alberto  obtuvo la autorización
inicial para teletrabajadores de carácter internacional en expediente número  NUM001 , mediante resolución de
fecha 01/09/2023, habiéndose dictado resolución de extinción de la autorización mediante resolución de fecha
10/07/2024, notificada en fecha 21/07/2024.

CONSIDERANDO que, efectuadas las comprobaciones oportunas, con el recurso de alzada, se aporta informe de
vida laboral de fecha 07/08/2024 y resolución de la AEAT concesión de aplazamiento de pago sin garantía por
importe de 10.560,88 euros, lo que no constituye un certificado de estar al corriente ante la AEAT.

CONSIDERANDO que, en definitiva, no se acredita por el interesado el alta en RETA desde el 01/09/2023 a lo que
se comprometió, sino a raíz de la resolución de extinción que ahora se impugna, de modo que la autorización
inicial para teletrabajadores de carácter internacional ha sido extinguida, sin que su aportación posterior ni la
documentación aportada con el recurso de alzada permita desvirtuar el fundamento de la resolución de extinción
de la autorización de residencia inicial para teletrabajadores de carácter internacional de DON  Juan Alberto .

(...)

INFORMO, conforme con el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre , del Procedimiento Administrativo
Común, que debe DESESTIMARSE EL RECURSO DE ALZADA".

Para ampliar la información del informe transcrito, el titular ha presentado el 23 de julio de 2024 nueva
documentación al expediente, entre ella, certificado de la Agencia Tributaria de 23 de julio de 2024 de estar al
corriente de sus obligaciones tributarias, así como escrito de la Tesorería certificando que en fecha 17 de julio de
2024 se ha solicitado el alta en el Régimen Especial de Trabajo Autónomo de DON  Juan Alberto , figurando como
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fecha de inicio de la actividad la del 1 de julio de 2024. De igual modo, el 24 de octubre de 2024 presenta nuevo
escrito y nueva documentación, aportando documento de pago de deudas emitido por la Tesorería General de
la Seguridad Social, abonando un total de 2.253,60 euros en concepto de liquidación del período de autónomos
desde el 01-2024 a 06-2024. No obstante, dicha circunstancia no acredita el alta en RETA desde el 01/09/2023,
motivo de la extinción de la autorización de residencia, por lo que sigue sin desvirtuarse la fundamentación de
la resolución de extinción.

CUARTO.- En virtud de lo indicado en los anteriores Fundamentos, no habiéndose formulado alegaciones que
desvirtúen el sentido de la resolución recurrida, procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar la misma.

SEGUNDO.-La parte recurrente impugna las citadas resoluciones alegando. en primer lugar, que el recurrente
ha mantenido en todo momento la firme voluntad de acatar el ordenamiento jurídico y cumplir con los
requerimientos administrativos de buena fe. En este sentido, y con la firme intención de continuar su residencia
en España conforme a derecho, don  Juan Alberto  optó por la cotización a la Seguridad Social española.

En consecuencia, procedió a darse de alta y a realizar los pagos correspondientes a la Seguridad Social
española durante todo el año 2024 (documento 9), e incluso intentó regularizar los tres meses restantes del
año 2023 (documento 10), pero no lo consiguió por una negativa por parte de la Seguridad Social. Respecto
a la alegación de la administración de falta de pago de estos tres meses como "motivo de la extinción de
la autorización de residencia" (documento 11), al considerar que no se había desvirtuado la fundamentación
de la resolución de extinción, la imposibilidad de abonar dichas cotizaciones se debe a una imposibilidad
administrativa, y no a la falta de voluntad por parte del interesado. Este ha presentado su declaración
responsable y se ha comprometido a cotizar en la Seguridad Social española y ha manifestado su disposición
a asumir el pago de esos tres meses de 2023 o, en su defecto, una posible sanción por incumplimiento. Por otro
lado, se adjunta un certificado que acredita el cumplimiento por parte del mismo de las obligaciones en materia
de Seguridad Social en España con fecha 18 de marzo de 2025 (documento 13). El Sr.  Juan Alberto  figura en la
Seguridad Social española como trabajador autónomo, esta condición no refleja su situación laboral conforme
a la legislación estadounidense. A este respecto, se acompañan nóminas de  Juan Alberto  (documento 7) y
cartas de la empresa que ya habían sido aportadas en el momento de la solicitud inicial y que figuran en el
expediente (documentos 14 y 15).

Añade la parte que la instrucción invocada por la administración no tiene carácter normativo y las exigencias
contenidas en la misma como las que la administración al considerar que no se han cumplido (en materia de
Seguridad Social), son de carácter administrativo cuyo no cumplimiento sólo puede dar lugar a una sanción,
pero no, como este caso, a revocar una decisión inicial de autorización concedida al solicitante.

Además, durante proceso de concesión de la autorización de residencia de  Juan Alberto  como teletrabajador,
en ninguna de las comunicaciones mantenidas con la Administración se hizo mención de la instrucción
administrativa citada ni de ninguno de sus requisitos. Por esta razón, dicha documentación no se hizo constar
en la solicitud inicial. Pero, como ya se ha dicho, el mismo sí ha presentado con su obligación de cotizar a la
Seguridad Social española.

Adicionalmente, ha presentado la declaración responsable exigida por la Administración, cumpliendo con
los requerimientos establecidos, lo que refuerza su buena fe y disposición de acatar las instrucciones
administrativas, aun cuando estas sean jurídicamente inexigibles (documento 12).

En todo momento,  Juan Alberto  ha cumplido con los requisitos exigidos legalmente y aceptados como
válidos por la Administración para la concesión de su autorización de residencia inicial. Si posteriormente las
autoridades migratorias han interpretado que la cotización a la Seguridad Social debía realizarse en España,
entonces su actuación solo ha servido para reforzar su situación legal.

La única diferencia respecto a la situación inicial ha sido la inscripción adicional en la Seguridad Social
española, realizada de manera voluntaria, sin que ello implique incumplimiento alguno de las condiciones
inicialmente establecidas para la autorización.

A la fecha,  Juan Alberto  se encuentra al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de Seguridad Social
en España, habiendo cotizado íntegramente por todo el año 2024 y comprometiéndose a continuar con sus
aportes.

En cuanto a los tres meses no abonados correspondientes al año 2023, la falta de pago no se debió a una
negativa de su parte, sino a una imposibilidad derivada de la propia Administración. Por lo tanto, cualquier
omisión en la cotización de dicho período no puede ser atribuida a su voluntad, sino a las limitaciones
impuestas por los procedimientos administrativos.
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A fecha 21 de marzo de 2025,  Juan Alberto  se encuentra al corriente de todas sus obligaciones tributarias
(documento 16), tras haber solicitado oportunamente un aplazamiento de pago a la agencia tributaria
(documento 17), el cual le fue concedido, cumpliendo así con todas sus obligaciones conforme a la normativa
vigente.

En definitiva, en este caso se ha mantenido las condiciones que dieron lugar a la autorización de residencia. De
acuerdo con las pruebas documentales aportadas, se reitera que los requisitos iniciales han sido mantenidos
en todo momento. Conforme al Convenio Bilateral entre España y Estados Unidos sobre Seguridad Social, no
era claro, al momento de la concesión de la autorización inicial de residencia, cuál era la obligación que le
correspondía al actor en materia de Seguridad Social. Una vez que la Administración ha optado por una de las
interpretaciones posibles, el mismo se dio de alta en la Seguridad Social española desde septiembre de 2023.

La Abogacía del Estado, en la contestación a la demanda, insta la confirmación de las resoluciones recurridas
por entender que se ajustan plenamente a derecho. Resalta que los actos recurridos resuelven esa extinción
de la autorización al solicitante porque no se había satisfecho ni en el momento de presentar la solicitud ni en
la actualidad el requisito de satisfacer las obligaciones correspondientes en materia de seguridad social tras
habérsele concedido la autorización, ya que debería haberlo acreditado inicialmente y tras la concesión de la
autorización haber cotizado ante la seguridad social española desde ese momento hasta la actualidad.

De hecho, el propio recurrente confirma haber incumplido los requisitos legalmente previstos para estas
autorizaciones. Así, en sede del recurso de alzada el recurrente aportó sendos escritos de estar al corriente de
las obligaciones tributarias y de la Tesorería certificando que, en fecha 17 de julio de 2024, se había solicitado
el alta en el Régimen Especial de Trabajo Autónomo, figurando como fecha de inicio de la actividad la del 1
de julio de 2024. De igual modo, el 24 de octubre de 2024 presentó nuevo escrito y nueva documentación,
aportando documento de pago de deudas emitido por la Tesorería General de la Seguridad Social, abonando
un total de 2.253,60 euros en concepto de liquidación del período de autónomos desde el 01-2024 a 06-2024.
No obstante, dicha circunstancia no acredita el alta en RETA desde el 1 de septiembre de 2023, motivo de la
extinción de la autorización de residencia, por lo que sigue sin desvirtuarse la fundamentación de la resolución
de extinción, sin que en sede judicial haya modificado su situación. Por lo que la actuación impugnada es
conforme a derecho.

TERCERO.-El artículo 61.1.f) de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su
internacionalización, dispone que "Los extranjeros que se propongan entrar o residir, o que ya residan, en España
verán facilitada su entrada y permanencia en territorio español por razones de interés económico de acuerdo con
lo establecido en esta Sección, en aquellos supuestos en los que acrediten ser: f) Teletrabajadores de carácter
internacional.

El artículo 62 de la misma ley establece:

"1. Sin perjuicio de la acreditación de los requisitos específicos previstos para cada visado o autorización, los
extranjeros a los que se refiere la presente sección deberán reunir, para estancias no superiores a tres meses,
las condiciones de entrada previstas en el Reglamento (CE) 562/2006, de 15 de marzo , por el que se establece
un Código comunitario de normas para el cruce de personas por las fronteras (Código de Fronteras Schengen).

2. En los supuestos de visados de estancia, deberán acreditar además los requisitos previstos en el Reglamento
(CE) 810/2009, de 13 de julio , por el que se establece un Código comunitario sobre visados (Código de visados).

3. En los supuestos de visados de residencia previstos en el Reglamento (UE) 265/2010 , por el que se modifica
el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen y el Reglamento (CE) 562/2006, de 15 de marzo , por lo
que se refiere a la circulación de personas con visados de larga duración, así como para las autorizaciones de
residencia, el solicitante deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) No encontrarse irregularmente en territorio español.

b) Ser mayor de 18 años.

c) Carecer de antecedentes penales en España y en los países donde haya residido durante los dos últimos
años, por delitos previstos en el ordenamiento jurídico español. Adicionalmente, se presentará una declaración
responsable de la inexistencia de antecedentes penales de los últimos cinco años.

d) No figurar como rechazable en el espacio territorial de países con los que España tenga firmado un convenio
en tal sentido.

e) Contar con un seguro público o un seguro privado de enfermedad concertado con una Entidad aseguradora
autorizada para operar en España.
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f) Contar con recursos económicos suficientes para sí y para los miembros de su familia durante su periodo de
residencia en España.

g) Abonar la tasa por tramitación de la autorización o visado.

4. El cónyuge o persona con análoga relación de afectividad, los hijos menores de edad o mayores que,
dependiendo económicamente del titular, no hayan constituido por sí mismos una unidad familiar y los
ascendientes a cargo, que se reúnan o acompañen a los extranjeros enumerados en el artículo 61.1, podrán
solicitar, conjunta y simultánea o sucesivamente, la autorización y, en su caso, el visado. Para ello deberá quedar
acreditado el cumplimiento de los requisitos previstos en el apartado anterior. En el caso de que las solicitudes
de los familiares se presenten simultáneamente con la del titular, la autorización y, en su caso, el visado, se
resolverán también de forma simultánea.

5. Lo dispuesto en la presente Ley se entenderá sin perjuicio del cumplimiento, por los sujetos obligados, de
las obligaciones establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la
financiación del terrorismo y las obligaciones tributarias o de Seguridad Social correspondientes.

6. Las Misiones diplomáticas y Oficinas Consulares, al recibir las solicitudes de visados de residencia, efectuarán
a la Dirección General de la Policía las consultas pertinentes destinadas a comprobar si el solicitante representa
un riesgo en materia de seguridad.

La Dirección General de la Policía deberá responder en el plazo máximo de siete días desde la recepción de la
consulta, transcurridos los cuales sin haber obtenido respuesta se entenderá que su sentido es favorable.

7. Se revocarán, denegarán o no renovarán las autorizaciones de residencia y los visados previstos en esta
sección cuando la persona extranjera interesada pueda representar una amenaza para el orden público, la
seguridad pública, la salud pública o la seguridad nacional, de así valorarlo el órgano competente para resolver,
con base en un informe policial, del Centro Nacional de Inteligencia o del Departamento de Seguridad Nacional
que así lo acrediten".

El Capítulo V bis, Teletrabajadores de carácter internacional, añadido por la disposición final 5.9 de la Ley
28/2022, de 21 de diciembre, contiene los preceptos que a continuación se exponen.

El artículo 74 bis, definición:

"1. Se halla en situación de residencia por teletrabajo de carácter internacional el nacional de un tercer Estado,
autorizado a permanecer en España para ejercer una actividad laboral o profesional a distancia para empresas
radicadas fuera del territorio nacional, mediante el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos, telemáticos
y de telecomunicación. En el caso de ejercicio de una actividad laboral, el titular de la autorización por teletrabajo
de carácter internacional solo podrá trabajar para empresas radicadas fuera del territorio nacional. En el supuesto
de ejercicio de una actividad profesional, se permitirá al titular de la autorización por teletrabajo de carácter
internacional trabajar para una empresa ubicada en España, siempre y cuando el porcentaje de dicho trabajo no
sea superior al 20 % del total de su actividad profesional.

2. Podrán solicitar el visado o la autorización de teletrabajo los profesionales cualificados que acrediten ser
graduados o postgraduados de universidades de reconocido prestigio, formación profesional y escuelas de
negocios de reconocido prestigio o bien con una experiencia profesional mínima de tres años".

El artículo 74 ter, Requisitos:

"Deberán quedar acreditados, además de los requisitos generales del artículo 62, los siguientes:

a) La existencia de una actividad real y continuada durante al menos un año de la empresa o grupo de empresas
con la que el trabajador mantiene relación laboral o profesional.

b) Documentación acreditativa de que la relación laboral o profesional se puede realizar en remoto.

c) En el supuesto de una relación laboral, se deberá acreditar la existencia de la misma entre el trabajador y la
empresa no localizada en España durante al menos, los últimos tres meses anteriores a la presentación de la
solicitud, así como documentación que acredite que dicha empresa permite al trabajador realizar la actividad
laboral a distancia.

d) En el supuesto de la existencia de una relación profesional, se deberá acreditar que el trabajador tiene relación
mercantil con una o varias empresas no localizadas en España durante, al menos, los tres últimos meses, así
como documentación que acredite los términos y condiciones en los que va a ejercer la actividad profesional
a distancia".

El artículo 74 quater. Visado para teletrabajo de carácter internacional:
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"1. Los extranjeros no residentes en España, que se propongan residir en territorio español con el fin de
teletrabajar a distancia para una empresa no ubicada en España, solicitarán el visado para teletrabajo de carácter
internacional que tendrá una vigencia máxima de un año, salvo que el período de trabajo sea inferior, en cuyo
caso el visado tendrá la misma vigencia que este.

2. El visado para teletrabajo de carácter internacional constituirá título suficiente para residir y trabajar a distancia
en España durante su vigencia.

3. En el plazo de sesenta días naturales antes de la expiración del visado, los teletrabajadores de carácter
internacional que estén interesados en continuar residiendo en España podrán solicitar la autorización de
residencia para trabajador a distancia internacional, siempre y cuando se mantengan las condiciones que
generaron el derecho".

El artículo 74 quinquies, Residencia para teletrabajo de carácter internacional.:

"1. Aquellos extranjeros que se hallen en España de forma regular o que hayan accedido mediante el visado
previsto en el artículo anterior, podrán solicitar una autorización de residencia con el fin de teletrabajar a distancia
para una empresa localizada en el extranjero, que tendrá validez en todo el territorio nacional.

2. La validez de esta autorización tendrá una vigencia máxima de tres años salvo que se solicite por un período
de trabajo inferior.

3. Los titulares de esta autorización podrán solicitar su renovación por períodos de dos años siempre y cuando
se mantengan las condiciones que generaron el derecho".

El artículo 76, en el capítulo VI, dispone:

"La tramitación de las autorizaciones de residencia previstas en esta sección se efectuará por la Unidad de
Grandes Empresas y Colectivos Estratégicos, a través de medios telemáticos y su concesión corresponderá a
la Dirección General de Migraciones.

El plazo máximo de resolución será de veinte días desde la presentación electrónica de la solicitud en el órgano
competente para su tramitación. Si no se resuelve en dicho plazo, la autorización se entenderá estimada por
silencio administrativo. Las resoluciones serán motivadas y podrán ser objeto de recurso de alzada, de acuerdo
con lo previsto en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas .

La solicitud de autorizaciones de residencia previstas en esta sección prorrogará la vigencia de la situación de
residencia o de estancia de la que fuera titular el solicitante hasta la resolución del procedimiento.

2. Una vez concedida la autorización, si la misma tuviera una vigencia superior a seis meses, se deberá solicitar
la tramitación de la tarjeta de identidad de extranjero.

3. Los titulares de una autorización regulada en esta sección podrán solicitar su renovación por periodos
de dos años siempre y cuando mantengan las condiciones que generaron el derecho, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 67.2. Las renovaciones se tramitarán utilizando medios electrónicos. La Dirección
General de Migraciones podrá recabar los informes necesarios para pronunciarse sobre el mantenimiento de las
condiciones que generaron el derecho.

La presentación de la solicitud de renovación prorrogará la validez de la autorización hasta la resolución
del procedimiento. También se prorrogará en el supuesto en que la solicitud se presentara en los noventa
días posteriores a la finalización de la anterior autorización, sin perjuicio de la incoación, en su caso, del
correspondiente expediente sancionador.

4. La acreditación del cumplimiento de los requisitos por la empresa en la tramitación de las autorizaciones
previstas en los capítulos IV y V de esta sección se efectuará una única vez, quedando la empresa inscrita
en la Unidad de Grandes Empresas y Colectivos Estratégicos. Dicha inscripción tendrá una validez de 3 años
renovables si se mantienen los requisitos. Cualquier modificación de las condiciones deberá ser comunicada a
la Unidad de Grandes Empresas y Colectivos Estratégicos en el plazo de 30 días. En caso de no comunicar dicha
modificación, la empresa dejará de estar inscrita en la Unidad.

5. El pasaporte será documento acreditativo suficiente para darse de alta en la Seguridad Social durante los
primeros seis meses de residencia o estancia en las categorías reguladas por esta sección y en aquellos
supuestos en que el extranjero no esté en posesión del número de identificación de extranjero (NIE), sin perjuicio
de que posteriormente se solicite el NIE".

La disposición adicional séptima de la citada ley 14/2013 dispone:
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"1. Los extranjeros deberán mantener durante la vigencia de los visados o autorizaciones las condiciones que
les dieron acceso a los mismos.

2. Cualquier modificación durante la residencia que afecte a las condiciones de admisión deberá ser comunicada
por el interesado a la Unidad de Grandes Empresas y Colectivos Estratégicos en el plazo de 30 días.

3. Los órganos competentes de la Administración General del Estado podrán llevar a cabo las comprobaciones
que consideren oportunas para verificar el cumplimiento de la legislación vigente.

4. Si, de acuerdo con lo previsto en esta disposición, se verifica que no se cumplen las condiciones legalmente
establecidas el órgano competente podrá extinguir, de manera motivada, previo trámite de audiencia el visado
o la autorización".

La instrucción tercera de la Instrucción DGM 1/2023, de 3 de abril de 2023, sobre los aspectos prácticos de
aplicación de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización,
en lo que se refiere a las solicitudes de autorizaciones de residencia para emprendedores. dice:

"Sexta. Seguridad Social

1. Las personas titulares de una autorización de residencia para emprendedores deberán cumplir con las
obligaciones en materia de Seguridad Social de acuerdo con la normativa vigente, sin que exista ninguna
especialidad en lo que se refiere a requisitos o procedimiento de inscripción de las empresas, altas, bajas y
cotización.

2. La solicitud deberá acompañarse por una declaración responsable de la persona solicitante en la que conste
el compromiso de cumplimiento, con carácter previo al inicio de la actividad laboral o profesional, de las
obligaciones en materia de seguridad social de acuerdo con la normativa vigente".

CUARTO.-De las alegaciones de las partes arriba reseñadas, de los argumentos de la actuación recurrida y
de los documentos especificados, queda probado que el solicitante, por un lado, no ha acreditado el alta en
RETA desde el 1 de septiembre de 2023, motivo de la extinción de la autorización de residencia por cuanto
que debería haberlo hecho desde que se le concedió en esa fecha autorización dado que no cumplió con
la obligación de la DGM 1/2023 de estar dado de alta en la Seguridad Social española. Esta Instrucción,
publicada en la página web del MINISTERIO DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MIGRACIONES, tiene
carácter normativo en cuanto que es de carácter general y afecta a todos respecto a la aplicación de dicha
Ley 14/2013, de 27 de septiembre.

Efectivamente, con posterioridad, en el recurso de alzada, el solicitante acreditó haberse dado de alta como
autónomo en la Seguridad Social española a partir de enero 2024 y cumplido con la normativa tributaria
española en este período, incluso en la Seguridad Social hasta 2025, pero, como el mismo ha reconocido,
no ha cumplido estar en el RETA en el período de 2023, sólo esa formal solicitud adjuntada en el período de
alegaciones pero no, como sí hizo con su alta en el periodo a partir de 2024, de ese otro de 2023 (desde el
1 de septiembre al 31 de diciembre de 2023), lo que evidencia tal incumplimiento de un requisito que estaba
obligado a cumplir desde el momento en que obtuvo la autorización inicial y cuya acreditación legalmente
ampara la extinción de esa autorización inicialmente concedida a tenor de la normativa expuesta.

Por todo ello, las resoluciones recurridas se ajustan plenamente a derecho en estos términos debatidos, de
forma que el recurso ha de decaer.

QUINTO.-De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional, procede imponer
las costas causadas en este procedimiento a la parte que ha visto rechazadas todas sus pretensiones, y no
apreciarse en este caso serias dudas de hecho o de derecho.

No obstante, a tenor del apartado cuarto de dicho artículo 139 la imposición de las costas podrá ser "a la
totalidad, a una parte de éstas o hasta una cifra máxima". La Sala considera procedente, atendida la índole del
litigio y la concreta actividad desplegada por las partes, limitar la cantidad que, de los conceptos de honorarios
de Abogado y derechos de Procurador, ha de satisfacer a la parte contraria la condenada al pago de las costas,
hasta una cifra máxima total de 500 € más la cantidad que en concepto de IVA corresponda a la cuantía
reclamada

A la vista de los preceptos legales citados, y demás de general y pertinente aplicación.

FALLAMOS

DESESTIMAR EL RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOinterpuesto por la representación de la
recurrente DON  Juan Alberto , contra las resoluciones administrativas reseñadas en el encabezamiento de
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esta sentencia; con imposición de las costas de este recurso a la parte actora en cuantía máxima y términos
establecidos en el fundamento correlativo.

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse ante esta Sala en el plazo
de treinta días,contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito de preparación
del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-administrativa, con justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución
del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, bajo
apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de Depósitos y
Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2414-0000-93-0305-25 (Banco de Santander, Sucursal
c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo conceptodel documento Resguardo de ingreso que se trata
de un "Recurso" 24 Contencioso-Casación (50 euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria,
se realizará a la cuenta general nº 0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se
consignará el número de cuenta-expediente 2414-0000-93-0305-25 en el campo "Observaciones" o "Concepto
de la transferencia" y a continuación, separados por espacios, los demás datos de interés.

Así por esta nuestra Sentencia, definitivamente Juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

D. José Arturo Fernández García D. Juan Fco. López de Hontanar Sánchez

D. Benjamín Sánchez Fernández

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios
a las leyes.
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